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A la Comisión de Gobernación, le fue turnado el Oficio Número 42/2016 de 
fecha 13 de  julio de 2016, signado por el C. Dr. J. Apolonio Betancourt Ruiz, 
Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia que concluyen su encargo 
para el periodo para el que fueron electos; por lo que conforme a la 
responsabilidad encomendada y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
93 fracción III, 121 fracción XIII, 176, 177, 178, 211 y demás relativos de la Ley 
Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos someter a la determinación de 
esta Asamblea, el presente Dictamen de Acuerdo con base en los siguientes: 
 

C O N S I D E R A N D O S: 

PRIMERO. Como bien se menciona en el proemio del presente Acuerdo, este 
Congreso del Estado, da cuenta del oficio signado por el Dr. J. Apolonio 
Betancourt Ruiz, Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado de Durango, mediante el cual da cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 
4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Durango, el cual dentro de 
sus disposiciones contempla que: “El Tribunal Superior de Justicia comunicará al 
Congreso del Estado, por lo menos con sesenta días de anticipación a la fecha la 
conclusión del encargo, los casos de los magistrados que se encuentren próximos 
al término de su periodo”.  

 

Por lo que La Comisión que dictaminó dio cuenta que del oficio en mención se 
mencionan a los profesionistas que están próximos a terminar su encargo, entre 
los cuales se incluye al C. Licenciado Héctor Javier Rosales Badillo. 

 

SEGUNDO.  Como bien dispone el dispositivo 109 de la propia Constitución Local, 
en su párrafo segundo lo siguiente: “Los magistrados del Tribunal Superior de 
Justicia durarán en su cargo seis años, y podrán ser ratificados, previo 
procedimiento de evaluación de su desempeño por parte del Congreso del Estado, 
a partir de la información y elementos que proporcione el Tribunal Superior de 
Justicia.” De igual forma este mismo artículo en su fracción IV dispone que: “Al 
cumplir seis años en el cargo, si no fueren ratificados”.  

 

De lo que se desprende pues, que este Congreso Local, a través de la Comisión 
que dictaminó, tiene la facultad de evaluar el desempeño, de los Magistrados que 
están por terminar su encargo por el periodo para el que fueron electos, en base a 
la información contenida en cada uno de los expedientes que el C. Dr. J. Apolonio 
Betancourt Ruiz, Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
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Estado de Durango, remitió a este Congreso, y que fueron turnados a esta 
Comisión de Gobernación, la cual se abocó al estudio y análisis correspondiente. 

 
TERCERO. La Comisión a fin de evaluar el desempeño del Magistrado Licenciado 
Héctor Javier Rosales Badillo en fecha 14 de septiembre de 2016, a las dieciocho 
horas, se reunió en la Sala de Usos Múltiples “General Guadalupe Victoria”, y es 
ahí donde por inicio de cuentas, se nos hace del conocimiento que el Magistrado 
en mención termina su encargo este próximo 15 de septiembre de  2016. 
 
 
CUARTO. Por lo que en base a ello, la Comisión se abocó al análisis del 
expediente del Magistrado, Licenciado Héctor Javier Rosales Badillo que remitiera 
a este Congreso, el Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia, y con 
ello dar cuenta si efectivamente de la documentación contenida en el expediente, 
se da cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 4, en su fracción IV, incisos a) al 
f) de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Durango, y que ello 
contribuyó su No Ratificación,  de la documentación a que hacen alusión los 
mencionados incisos, es la siguiente: 
 

a) La información estadística, que contendrá el número total de asuntos que 
fueron turnados a su adscripción y los que fueron resueltos, incluyendo el 
porcentaje de los pendientes de resolución; 

 
b) El total de asuntos asignados a la ponencia del Magistrado, en caso de 

Sala Colegiada, así como los resueltos por su ponencia incluyéndose el 
total de pendientes de resolución; 

 
c) El número desglosado del total de sentencias elaboradas por la Sala a la 

que pertenezca el Magistrado, en las que se concedió el amparo y 
protección de la justicia federal, diferenciando aquéllas que implicaron 
modificaciones de forma y cuáles de fondo así como la concesión lisa y 
llana, de plano o para efectos y sobreseidos. 

 
d) La información de los resultados que el Pleno haya recibido en materia de 

quejas procesales o administrativas contra la ponencia del Magistrado en 
cuestión, las cuales deberán contener la evolución de los procedimientos 
respectivos y el resultado de su procedencia o no, así como las sanciones 
impuestas;  

 
e) Las comisiones realizadas en el desempeño de su encargo; y 
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f) La documentación que acredite la impartición de cursos, conferencias, 
seminarios por parte del Magistrado dentro del Poder Judicial, tendientes a 
mejorar la impartición de justicia y los dirigidos hacia la sociedad, para 
promover la cultura jurídica; así como las constancias que demuestren la 
preparación y actualización de sus conocimientos durante el desempeño 
de su cargo; 

 

QUINTO. En tal virtud, la Comisión dio cuenta que como resultado de la 
evaluación del desempeño del Magistrado Licenciado Héctor Javier Rosales 
Badillo, se desprende que a lo largo de su encargo, su desempeñó fue productivo 
y apegado a derecho, sin embargo, la Comisión determinó que no ha lugar la 
ratificación del Magistrado Licenciado Héctor Javier Rosales Badillo, toda vez que 
no demostró a la Comisión capacitación o actualización alguna, lo cual vulnera 
uno de los principios que rige la función judicial como son los de excelencia y 
profesionalismo, principios que exigen que el funcionario judicial este en constante 
capacitación y actualización en los conocimientos de la materia. 
 

Apoya la anterior determinación la tesis de jurisprudencia 105/2000 emitida por el 
Alto Tribunal de la Nación, cuyo rubro y texto señalan:   
 

MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. LA 
SEGURIDAD O ESTABILIDAD EN EL EJERCICIO DEL CARGO LA OBTIENEN 
DESDE EL INICIO DE SU DESEMPEÑO Y NO HASTA QUE SE LOGRA LA 
INAMOVILIDAD JUDICIAL, AUNQUE CON LA CONDICIÓN DE QUE SE 
LLEGUEN A DISTINGUIR POR SU DILIGENCIA, EXCELENCIA PROFESIONAL 
Y HONESTIDAD INVULNERABLE. 
 

El principio de división de poderes que impone la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos a los Estados, en el primer párrafo del artículo 116, y 
el de seguridad o estabilidad en el ejercicio del cargo de los Magistrados del Poder 
Judicial, establecido en su fracción III, como forma de garantizar la independencia 
judicial, se obtiene desde que se inicia su desempeño y no hasta que se logra la 
inamovilidad judicial mediante la ratificación, una vez que ha concluido el tiempo 
de duración del mismo, previsto en la Constitución Local correspondiente, pues la 
disposición relativa a que las Constituciones Locales deberán establecer el tiempo 
en que los Magistrados durarán en el ejercicio de su encargo, aunado a la 
posibilidad de ratificación y a los requisitos de honorabilidad, competencia y 
antecedentes de quienes sean designados como Magistrados, así como el 
principio de carrera judicial, consagrado en la propia fracción, relativo al ingreso, 
formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los 
Estados, permite establecer que el ejercicio en el cargo de que se trata no 
concluye con el solo transcurso del tiempo previsto en las Constituciones Locales 
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para su duración, ante el derecho a la ratificación, puesto que si en el caso 
concreto el servidor judicial ha demostrado cumplir con su responsabilidad 
actuando permanentemente con diligencia, excelencia profesional y honestidad 
invulnerable debe ser ratificado no sólo porque desde su designación había 
adquirido ese derecho condicionado, sino por el interés de la sociedad de contar 
con Magistrados de experiencia, honorabilidad y competencia, así como 
independientes de la voluntad de los gobernantes y dependientes sólo de la ley, lo 
que de modo fundamental tiende a salvaguardar el artículo constitucional que se 
interpreta. Además, considerar que la seguridad y estabilidad en el cargo se 
obtienen hasta que se logra la inamovilidad judicial sería contradecir la garantía de 
independencia judicial consagrada en el artículo 17 constitucional como una de las 
principales garantías de jurisdicción, ya que se propiciaría el fenómeno contrario a 
la seguridad y permanencia en el cargo que se busca, pues se entendería, 
indebidamente, que la ratificación de Magistrados es una facultad discrecional del 
órgano u órganos de gobierno previstos por las Constituciones Locales para 
ejercerla, propiciándose la actuación arbitraria de nunca reelegir o ratificar 
Magistrados, con lo que se burlaría lo dispuesto en la norma constitucional, pues 
no habría Magistrados inamovibles y, por lo mismo, absolutamente independientes 
de la persona o personas que intervinieron en su designación, lo que llevaría 
también al doble riesgo de que los más altos servidores de los Poderes Judiciales 
Locales conservaran vínculos opuestos a la autonomía e independencia que 
deben caracterizarlos, salvaguardando la situación de desempleo que lógicamente 
tendrían que afrontar, así como que independientemente de reunir o no los 
requisitos de excelencia aludidos, buscaran la ratificación que, en cierto sentido se 
consideraría un favor con el grave peligro de disminuir o aniquilar la referida 
independencia. Con ello, el propósito del Constituyente Permanente se habría 
burlado con la consecuencia lógica de que los gobernados no llegarían a tener 
confianza en el sistema de impartición de justicia local. Además, si los órganos 
encargados, conforme a la Constitución Local, fueron los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo de la entidad, lejos de salvaguardarse la división y equilibrio de 
poderes se disminuiría al Poder Judicial, al someterlo, a través de ese sofisticado 
sistema. 
 

 

Por lo anteriormente y considerado, la Comisión que dictaminó,  se permite poner 
a consideración de este Honorable Pleno para trámite parlamentario 
correspondiente, el siguiente: 
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DICTAMEN DE ACUERDO 

 
LA SEXAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO 

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS 

FACULTADES QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO ACUERDA: 

 

PRIMERO. Por los motivos antes expuesto, no ha lugar la ratificación como 
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Durango del Licenciado 
Héctor Javier Rosales Badillo.  

 

 

SEGUNDO. Notifíquesele el presente Acuerdo, a través de la Oficialía Mayor de 
este Congreso del Estado. 

 

 

TERCERO.- Comuníquese el presente acuerdo al Gobernador del Estado para 
que proceda en términos del artículo 108 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Durango.   
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Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Congreso del Estado, en 
Victoria de Durango, Dgo., a los (15) quince días del mes de septiembre del 
año (2016) dos mil dieciséis. 

 

 

DIP. JORGE ALEJANDRO SALUM DEL PALACIO 
PRESIDENTE. 

 
 

DIP. MARISOL PEÑA MORALES 
   SECRETARIA. 
 
 

DIP. SILVIA  PATRICIA JIMÉNEZ  DELGADO 
                                                   SECRETARIA. 

 


